Carátula 


(Asisten representantes del Consorcio Adjudicatario.) 
SEÑORA PRESIDENTA (Xavier).- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14.) 
La Comisión tiene el agrado de recibir a los representantes del Consorcio Adjudicatario. 


Según el orden del día, corresponde aprobar el Informe Final Parte lA y el Plan de 
Capacitación. 


SEÑOR ZUASNÁBAR.- Como decía la señora Presidenta, vamos a analizar dos temas. Por un lado 
está la parte del Informe Final Parte lA, que incluye el análisis de las encuestas y del cual se derivan 
algunas conclusiones y sugerencias para las siguientes fases, sobre todo la de difusión. 
Paralelamente, del Informe IB -que se entregará próximamente- deriva el Plan de Capacitación. 


Luego de la sesión anterior -en la que discutimos distintas alternativas de capacitación-, 
vamos a presentar algunas definiciones y plantear las conversaciones con las instituciones para 
aprobar el Plan de Capacitación, si hubiese acuerdo. 


El Informe, en general, contiene un análisis en profundidad de los resultados de las 
encuestas y entrevistas. Los principales resultados ya fueron compartidos aquí en instancias anteriores 
de la Comisión. Por lo tanto, esta presentación se concentrará en lo nuevo, es decir, en un capítulo de 
conclusiones y sugerencias que, además, es el puente hacia las sugerencias en materia de 
comunicación de las fases siguientes. 


A modo de repaso, podemos decir que el Informe tenía como objetivo analizar la información 
suministrada por las encuestas de la perspectiva jurídica y la operativa social y cultural. Se contemplan 
distintos elementos como el nivel de toma de conciencia que tienen los Grupos Objetivos y los 
derechos que se derivan de las normas seleccionadas; el uso efectivo de los derechos sociales que de 
ella se derivan; un análisis y diagnóstico de los obstáculos o facilitadores que impiden o promueven 
que los Grupos Objetivos reciban información accesible sobre las normas y ejerzan sus derechos, y un 
análisis y diagnóstico de los obstáculos o facilitadores que impiden o promueven la implementación 
adecuada y transparente de las normas seleccionadas. 


El Consorcio hizo un esfuerzo de síntesis final y seleccionó un conjunto de obstáculos 
sociales y culturales que, a nuestro juicio, constituyen algunos de los principales en esta materia. 


Por un lado, la investigación deja bastante claro que en dos de las leyes hay problemas de 
conceptualización limitada o equivocada de los derechos a ser protegidos por parte de los públicos; en 
algunos casos, por el conjunto del público y, en otros, por los públicos objetivo de la ley. Esto tiene que 
ver con la Ley N* 17.828, sobre trabajo adolescente y peligroso, y con el componente de naturalización 
del peligro. Las circunstancias que la ley establece como trabajo peligroso son vividas de manera muy 
natural en esas situaciones y, por lo tanto, es difícil ver que hay un derecho a proteger. Es decir, lo que 
la ley define como peligro no es visto como tal por los ciudadanos que la norma intenta proteger. 
Entonces, hay un problema de difícil solución. 


Por otro lado, con relación al trabajo infantil, cabe señalar que es valorado en estos contextos 
como una contribución al núcleo familiar, ya sea directamente -con el ejercicio del propio trabajo- o de 
manera indirecta, trabajando para terceros pero aportando un ingreso al núcleo familiar desde edades 
muy tempranas. Esto es algo que trasciende un componente puramente económico y es visto como 
una etapa formativa para el joven. Si el niño o el joven tiene experiencias de trabajo en el contexto 
rural, es valorado como una etapa formativa para el adolescente. La naturalización del peligro también 
tiene que ver con algunas actividades definidas como peligrosas. Por ejemplo, andar a caballo en estos 
contextos es algo que los jóvenes y los niños realizan más allá del ámbito laboral. Lo hacen para ir a la 


escuela o como actividades recreativas. Entonces, conceptualizar la existencia de un peligro a partir 
de los elementos que constituyen su vida cotidiana es un obstáculo importante para la comprensión del 
derecho a ser protegido. 


Con respecto a la Ley N* 17.514, de violencia doméstica, hay elementos diferentes pero 
parecidos en el concepto, en el sentido de que hay una conceptualización limitada del derecho a ser 
protegido porque buena parte del público tiene la idea de violencia asociada, básicamente, a la 
violencia física. El resto de los componentes de violencia definidos por la ley son visualizados como 
violencia y, por lo tanto, como delito, por sectores más limitados del público. Inclusive, hay algunas 
situaciones más complejas porque existen sectores minoritarios, pero cualitativamente relevantes, que 
rechazan la idea de que algunas conductas de agresión física o sexual puedan constituir violencia y, 
por lo tanto, ser delito. Reitero que eso sucede en un 1%, 3% o 5% de la ciudadanía, lo que 
cuantitativamente es muy poco, pero cualitativamente también es una situación compleja que tiene que 
ver con la propia conceptualización de lo que constituye la violencia. 


Con respecto a la Ley N* 18.227, de Asignaciones Familiares, los problemas son de distinto 
tipo. No hay problemas con la conceptualización del derecho. De hecho, buena parte de la población 
entiende que la asignación familiar es un derecho adquirido por los hogares uruguayos donde existen 
menores, pero hay algunas situaciones de contexto cultural y social que en algún sentido son 
obstáculos para la efectiva aplicación de la ley. Por un lado, hay ciertos segmentos de público que 
tienen niveles de estigmatización hacia los beneficiarios y hay algunos segmentos de público -que no 
son mayoritarios- que sienten un rechazo hacia las políticas sociales de transferencia monetaria 
directa, particularmente hacia el Plan de Equidad y el Programa de Ingreso Ciudadano. 


SEÑOR SOLAR!.- Quisiera dejar sentada una discrepancia con respecto a esta interpretación. 


Estoy en desacuerdo con la conclusión en cuanto a que con la ley de asignaciones familiares 
no hay problemas de conceptualización, porque cuando uno mira los resultados de la encuesta se 
encuentra con que hay un conocimiento muy acabado del beneficio, es decir de la transferencia a la 
cual se tiene derecho, pero existe un conocimiento muchísimo menor de la contrapartida, que es parte 
sustancial del programa en cuanto se trata de una transferencia condicionada. Me parece que ahí hay 
un error de conceptualización muy importante. Esa ausencia de conocimiento y de comprensión de la 
contrapartida -en el caso de la salud solo un 24% tiene algún conocimiento, lo cual tampoco quiere 
decir que realmente cumpla- creo que forma parte de un problema de conceptualización muy 
importante y habría que incluirlo dentro de las actitudes culturales y sociales, porque muy buena parte 
del beneficio se deriva del cumplimiento de esas contrapartidas. 


SEÑOR ZUASNÁBAR.- Lo que señala el señor Senador Solari es correcto y está señalado como 
obstáculo en el siguiente punto, en el de información y conocimiento sobre la ley, aunque no como 
obstáculo social y cultural. Quizás allí haya un matiz con respecto a dónde puede estar clasificado, 
pero está señalado y es uno de los puntos centrales de las conclusiones del estudio y uno de los que 
se establece como sugerencia sobre el cual actuar. Me refiero al desconocimiento de las 
contrapartidas, particularmente en materia de salud, pero lo podemos conversar más adelante. 


SEÑORA PEREYRA.- Por la fundamentación que se ha dado me parece que deberíamos escuchar en 
su totalidad el informe y después hacer nuestras apreciaciones. 


SEÑOR ZUASNÁBAR.- El siguiente punto tiene que ver con lo que el Consorcio destaca como los 
principales obstáculos en materia de información y conocimiento sobre las leyes. Efectivamente, el 
estudio demuestra que existen lagunas de información más o menos importantes en las tres leyes 
estudiadas. 


El estudio sobre la Ley N* 17.828, de trabajo adolescente peligroso, muestra que hay un 
desconocimiento de un sector muy amplio, de la mayoría de los jóvenes rurales, sobre la legislación 
específica y los mecanismos institucionales que regulan la actividad. Sí hay una noción de que el 
trabajo infantil no está permitido, pero no hay un conocimiento específico sobre la ley, los derechos y 
las regulaciones correspondientes. Aquí la ley es interpretada más como un obstáculo que como un 


derecho. Inclusive, es la única ley en la que encontramos ciertos niveles de resistencia, lo que se 
ilustra con aquella frase de "Estos locos dicen que no podemos trabajar", que es muy ilustrativa con 
respecto al sentimiento de una parte de este público acerca de la legislación. Este es un caso distinto, 
cualitativamente, al que existe respecto a la violencia doméstica. 


Con respecto al análisis de la Ley N* 17.514, sobre violencia doméstica, hay algunas 
ausencias pero hicimos un esfuerzo de síntesis. Lo que se nos pidió en esta fase final fue seleccionar 
los puntos centrales, de tal manera de ir dando un foco a las sugerencias de comunicación. 


En cuanto a la Ley de Violencia Doméstica, el punto de acceso a la información que 
evaluamos como más complicado es el conocimiento, muy limitado, de las medidas cautelares por 
parte del público, tanto el general como las víctimas denunciantes de violencia doméstica. En realidad, 
el público conoce, básicamente, los derechos existentes en cuanto a la separación del agresor del 
hogar, pero no, o muy minoritariamente, otro tipo de derechos que están establecidos en las medidas 
cautelares para las víctimas. 


Finalmente, con respecto a la Ley N* 18.227, de Asignaciones Familiares, se puede decir 
que, por un lado, hay un desconocimiento de la nueva ley -hay un conocimiento del programa histórico 
de Asignaciones Familiares pero no de la legislación específica-, lo que, a nuestro juicio, no constituye 
un obstáculo demasiado importante, aunque desconocer aspectos específicos puede ser relevante 
para algunos potenciales beneficiarios. Asimismo, hay un desconocimiento de la vigencia del derecho 
desde el embarazo, lo cual también constituye un punto importante. En ese sentido, podemos 
referimos a problemas de cobertura que estén vinculados directamente a este problema de 
información, pero consideramos que no debería ser complicado intervenir en este aspecto, teniendo en 
cuenta que hay una oportunidad interesante en materia de comunicación. También hay 
desconocimiento de las contrapartidas en materia de controles de salud. Si bien se conocen los 
beneficios de esta ley, hay algunas contrapartidas, sobre todo con respecto al control de salud y a la 
concurrencia a los centros educativos, que son conocidas por una parte minoritaria del público. Las 
lagunas mencionadas, -nos referimos solo a algunas-, a nuestro juicio, son las principales, y en ese 
sentido se debería enfocar la comunicación 


Seguramente esto puede ser revisado y reformulado con quienes sean adjudicatarios de la 
siguiente fase del plan o la estrategia de comunicación y en el trabajo con la Comisión, pero se nos 
pidió -y es correcto- que el Consorcio hiciera una sugerencia inicial sobre cuáles debían ser los puntos 
de partida en materia de comunicación a fin de llegar al público respecto a estas tres leyes. 


Por otro lado, para las acciones de comunicación se debe tener en cuenta la penetración de 
los distintos medios y cuáles pueden ser más adecuados para llegar a estos públicos. Esto, sin duda, 
también debe ser consensuado y reformulado por quienes luego diseñen las acciones específicas de 
comunicación. De hecho, las preguntas sobre consumo de medios de información fueron incluidas en 
las encuestas, por lo que parecía sensato establecer desde aquí algunos parámetros básicos de las 
características de estos públicos y su vínculo con los medios de comunicación, ya que estos son 
facilitadores que deben ser tenidos en cuenta para las acciones de comunicación. Por un lado, el 
estudio arroja claramente que estos públicos se informan a través de los medios masivos tradicionales 
o que les gustaría informarse sobre sus derechos a través de ellos. Quizás esto sea así por cuestiones 
de acceso y penetración, pero lo que se constata es una alta exposición de estos públicos a los medios 
de comunicación tradicionales, particularmente a la televisión, la cual tiene una penetración muy alta. 
De todos modos, también se informan a través de la radio y de la prensa, donde empiezan a jugar 
algunas especificidades. Por supuesto, la radio llega mucho más -en términos relativos- a los jóvenes 
trabajadores rurales y mucho menos -también en términos relativos- la prensa pero, como concepto 
general, podemos decir que los medios masivos tradicionales son importantes a la hora de comunicar 
derechos. 


Asimismo, podemos hablar de una creciente importancia de Internet. Esto, por más que 
podría ser algo que sospecháramos, es importante dejarlo claro. La investigación también incluyó 
preguntas sobre las expectativas puntuales que los públicos podían tener con respecto a las páginas 
web del Parlamento. Concretamente, se consultó si estaban predispuestos a consultar información 
sobre sus derechos, en lo relativo a las tres leyes, en la página web del Parlamento y nos encontramos 


con que un núcleo de ciudadanos -que no es mayoritario, pero sí interesante-, entre 20% y 30%, dijo 
que estaba predispuesto a ello. 


En cuanto al ámbito institucional, podemos decir -con respecto a las tres leyes- que 
encontramos instituciones y organizaciones que muchas veces tienen contactos directos con los 
beneficiarios, los cuales confían en ellas para buscar información. Por lo tanto, creemos que hay que 
aprovechar esta confianza institucional y el hecho de que los beneficiarios los vean como actores que 
pueden proporcionar información sobre estos temas para llevar adelante las acciones de 
comunicación. 


En este sentido, para todo lo relativo a Asignaciones Familiares el BPS es claramente una 
institución que está presente para los públicos beneficiarios y potenciales beneficiarios. Asimismo, el 
INJU ha hecho un buen trabajo en cuanto a la Ley N* 17.828, lo cual se desprende más de las 
entrevistas que de las encuestas, pero considero que es importante dejarlo por escrito. Y en cuanto a la 
violencia doméstica hay múltiples organizaciones, ya que la red institucional detrás de esta ley es 
bastante más amplia que las existentes para las otras dos. En este caso, podemos incluir a la Policía, y 
lo quiero destacar, ya que es el primer lugar al que una potencial víctima recurriría a hacer la denuncia. 
Si bien, por un lado, esto podría constituir un obstáculo debido a que hasta ahora no siempre las 
denuncias en el marco policial terminan funcionando del todo correctamente, también es una 
oportunidad, ya que la Policía -si se trabaja en forma eficaz con ella- es el lugar natural en el que la 
mayoría de las víctimas, mujeres u hombres, pueden canalizar su denuncia. 


Por último, podemos referirnos a la importancia del sistema educativo. No hay duda de que 
en las tres leyes, aunque particularmente en la Ley N* 17.828, en cuanto al trabajo 
adolescente peligroso, el sistema educativo es fundamental como difusor de derechos. En este sentido, 
el Consorcio considera que es importante articular con el sistema educativo -Primaria o Secundaria- 
acciones de comunicación de estos derechos en zonas o lugares específicos. 


Esto era lo que queríamos plantear con respecto al Informe lA. Posteriormente, la señora 
Percovich realizará un planteo sobre el plan de capacitación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que sería conveniente concluir con la parte inicial y luego pasar a la 
segunda instancia. 


SEÑOR SOLARI.- En primer lugar, quiero felicitar al Consorcio por el trabajo realizado, ya que creo 
que es muy importante. 


Reitero mi preocupación con respecto a las transferencias condicionadas, porque no 
constituyen solamente un programa destinado a mejorar los ingresos de las familias menos pudientes, 
ya que la contrapartida también está destinada a construir capital humano. En la medida en que eso no 
está internalizado no podemos hablar solamente de carencia de información, pues esto, desde mi 
punto de vista, refleja una concepción distorsionada del programa. 


Las evaluaciones de impacto de las transferencias condicionadas no dan como componente 
más importante del beneficio medido -estoy hablando de evaluaciones de Progresa, en México, y de 
las distintas Bolsas en Brasil- los ingresos transferidos, sino la acumulación de capital humano en salud 
y educación. Entonces, me parece que la ausencia de conocimiento es más que eso. Creo que esta es 
una concepción equivocada. 


El otro tema que me preocupa -sobre el que conversamos en la sesión anterior- tiene que ver 
con la ley de trabajo peligroso para adolescentes en medios rurales. En realidad, me preocupa la 
dicotomía que se plantea con respecto a conductas que son normales en la vida común y que dejan de 
serlo en el entorno del trabajo remunerado. Parecería que hay un problema en la propia ley con 
respecto a la categorización de riesgo. Hay actividades, como andar a caballo, que son naturales de 
los niños del campo -inclusive, para ir a la escuela-, pero dirigidas al trabajo son consideradas 
riesgosas. Creo que hay que tener en cuenta un tema de conceptualización en ese sentido. 


Una de las cosas que más me llamó la atención y uno de los elementos discutibles de la 
investigación es cómo esos trabajos son apreciados por los menores involucrados. Uno puede decir 
que los esclavos que seguían con vida apreciaban seguir con vida pero no por eso dejaban de ser 
esclavos. Con esto no estoy tratando de abrir un blanco generalizado de todo este tipo de conductas, 
pero si contraponemos estos jóvenes con los que no estudian ni trabajan, es preferible que trabajen y 
corran ciertos riesgos a que sean "Nini". Debemos tener una medición muy cuidadosa sobre todo en la 
parte de capacitación. Con respecto al resto, solo tengo otra pregunta. 


Los N son distintos en cada una de las tres encuestas, pero mi pregunta es, de los 901 
hogares, en el caso de las Asignaciones Familiares, cuántos de ellos efectivamente eran usuarios del 
Programa y de esos, qué porcentaje tenía conocimiento y qué porcentaje no. En el caso de las 
Asignaciones Familiares tal vez no es tan importante pero sí en el de la violencia doméstica, porque ahí 
tenemos determinada cantidad de hogares entrevistados, pero cuando se trató de hacer las 150 
entrevistas a los denunciantes, a gente que tuvo experiencia directa, nos encontramos con la barrera 
de que la gente no quería hablar y terminamos con cuatro observaciones. 


SEÑOR ZUASNÁBAR.- Se realizaron las 150 entrevistas; quizás quedó mal explicado en algún lado. 


SEÑOR SOLARI.- Entonces tengo mal la información de la gente que trabajó conmigo. En el informe 
dice que se "[...] planteó realizar una muestra de 150 casos de entrevistas efectivas a personas 
denunciantes de violencia doméstica pero como no se pudo obtener información, se realizaron cinco 
entrevistas en profundidad, cuatro a personas denunciantes de violencia doméstica, y una a población 
en general con conocimiento directo de la problemática". 


SEÑOR ZUASNÁBAR.- Son dos etapas distintas con diez entrevistas en profundidad. 


SEÑOR SOLARI.- De cualquier manera, el tema es qué diferencia hay entre los N entrevistados y 
aquellos que están afectados, usufructuando o vinculados directamente a la problemática de la cual se 
trata. 


SEÑOR ZUASNÁBAR.- En cuanto a si la ausencia de conocimiento sobre las contrapartidas, es un 
problema de conocimiento, de información, o se debe a un obstáculo cultural, creo que la hipótesis del 
Senador Solari es válida. No tenemos forma de comprobarlo, no hay herramientas en las encuestas; lo 
único que detectan es una ausencia de información e interpretación. Si esto más que una ausencia de 
información es un obstáculo cultural, me parece una hipótesis plausible, pero no tenemos elementos 
para contrastarlo a partir de esta investigación. De hecho, si el Senador Solari tiene razón, sería inútil 
hacer comunicación sobre esto, porque tendríamos un efecto limitado ya que el problema va más allá. 
Realmente, no hay información de las encuestas que permita estudiar si hay un obstáculo cultural de 
fondo o es más básicamente una cuestión de ausencia de información o de controles estrictos por 
parte del Estado que contribuyan con un aumento del conocimiento. 


Me parece razonable el comentario sobre el trabajo peligroso. No recuerdo de memoria, pero 
en la encuesta sobre el trabajo adolescente y peligroso, todos los entrevistados eran sujetos de 
Derecho, eran todos jóvenes trabajadores del medio rural. 


En cuanto a la encuesta sobre violencia doméstica, se hicieron dos: una de ellas fue a la 
población en general y en el entorno del 20% del público dijo haber sido objeto de violencia una vez en 
la vida; la otra consistió en 150 entrevistas específicas a víctimas denunciantes de violencia 
doméstica, que se hicieron todas y algunas en profundidad. 


En cuanto a la ley de Asignaciones Familiares, se hicieron encuestas a público en general, 
no recuerdo el porcentaje que contestó ser beneficiario del Programa, pero está en el informe. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En la página 68 del informe está la referencia del Senador Solari sobre las 
encuestas referidas a la ley de violencia doméstica. Dice que de los últimos cinco casos, cuatro 
corresponden a directamente involucrados en la situación de violencia doméstica y uno a población 


general con conocimiento directo de la problemática. Si se aplica esto de que son momentos 
sucesivos, se entiende de mejor forma, si no puede llevar a confusión. 


SEÑOR ZUASNÁBAR.- No entiendo el comentario. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Le alcanzo la página 68 del informe, que podría dar a entender el planteo del 
Senador Solari. 


SEÑOR ZUASNÁBAR.- Son dos fases distintas. La encuesta efectivamente en los últimos párrafos 
dice que la implementación de la metodología de RDS durante los primeros meses del año derivó en 
contactos muy escasos. Por esto se solicitó que algunos investigadores pudiesen realizar entrevistas y 
de esta forma se completó el trabajo. Capaz que de esta forma se completó el trabajo de los 150 
casos. Como elemento complementario se realizaron 5 entrevistas, 4 a personas denunciantes y una a 
población en general. Es otro componente previsto que no sustituye al anterior sino que es 
complementario. 


SEÑORA PERCOVICH.- Seguramente, ustedes recibieron al equipo de trabajo del Plan de 
Capacitación que fue brevemente expuesto en la anterior presentación que hicimos en base a todo 
este proceso que ustedes van a tener compactado en el informe final, que corresponde a la entrega 
que tuvieron en su momento de los marcos normativos que tenían las tres leyes, tanto internacionales 
como nacionales, las competencias de las instituciones del Estado que están encargadas de su 
aplicación, las entrevistas hechas a las autoridades, jerarcas o funcionarios de esas instituciones y la 
sistematización de las debilidades y fortalezas que fuimos encontrando desde la propia visión de esos 
funcionarios. De esa sistematización surgen esos cuadros en los que expresábamos los mayores 
problemas que veíamos y las alternativas para la mejora de esas situaciones. 


Con respecto a este Plan de Capacitación -me voy a referir a cada una de las tres leyes 
porque estamos sistematizando y resumiendo esos cuadros que ustedes recibieron con la problemática 
y las alternativas que existían-, los problemas que vimos para la ley de extensión de Asignaciones 
Familiares y que tienen que ver con lo que se estaba hablando, desde las encuestas se detecta un 
porcentaje de población que no las percibe y que no quedaba claro si las tenía que percibir o no. Esta 
fue una de las discusiones que se dieron en la Comisión en la presentación que se hizo la primera vez 
por parte de Equipos. 


En las entrevistas llevadas a cabo con las autoridades, pensamos cómo mejorar la 
apreciación de esa población. Obviamente, las dos principales instituciones son el Banco de Previsión 
Social y el Ministerio de Desarrollo Social. En el caso del Ministerio, después de tener estos datos, 
procedimos a consultarlos sobre cómo encarábamos la mejora de este tema. La Cartera nos informó 
que las cuarenta y cinco mil visitas a las familias de mayor vulnerabilidad que se habían realizado en el 
primer semestre de este año, justamente habían tenido por objeto detectar las prestaciones que no les 
llegaban y que les corresponde a este núcleo más duro de vulnerabilidad social al que siempre es difícil 
llegar. 


De esas cuarenta y cinco mil familias se nos informó que había un porcentaje que no percibía 
las asignaciones familiares. Ese dato ya había sido pasado por parte de quienes habían realizado el 
relevamiento al Banco de Previsión Social y que su percepción, desde el Ministerio de Desarrollo 
Social, es que hay distintas estrategias de la población, que a veces opta por las prestaciones del Plan 
de Equidad, de la tarjeta, etcétera, y prefieren no tener la de la asignación familiar. Ese es un tema que 
tiene que ver con la predisposición cultural que tenga esa población para pedir las prestaciones. En 
general, el conocimiento de que existen es importante, pero hay distintas estrategias que desarrollan 
las familias o las personas debido a que tienen mucha movilidad en el territorio, cambian de trabajo, y 
por tanto, tienen que ir permanentemente a realizar los trámites al Banco de Previsión Social. También 
se da la complicación del tema de las tenencias, que son problemas de accesibilidad que tienen las 
familias con mayor vulnerabilidad, sobre todo a nivel cultural. 


En el Banco de Previsión Social se nos dijo que para ellos lo más importante era trabajar con 
el funcionariado que llega a las localidades más alejadas del medio rural, donde no hay oficinas del 


Banco de Previsión Social y el pago se efectúa a través de las agencias. Es con ese funcionariado que 
a ellos les gustaría trabajar en una capacitación específica y, a su vez, ser multiplicadores en esas 
zonas para que la población tenga mayor acceso al conocimiento. Por ejemplo, algo que se detectaba 
y que era motivo de preocupación era el hecho de que algunas embarazadas no sabían que tenían que 
cobrar la asignación familiar. 


Todas las instituciones están expectantes en lo que refiere a la difusión para discutir con la 
agencia que sea finalmente contratada. Me refiero a programas de radio o folletería. En el caso de la 
capacitación que se nos propone por parte del Banco de Previsión Social, que nos ofrece su institución 
de formación acá en Montevideo, es trabajar en dos tandas con este tipo de funcionarios, que serían 
alrededor de sesenta, que irían a las zonas más alejadas y llegarían a la población con menor 
accesibilidad. 


Nos pareció que esta era la opción, que era interesante y, además, contamos con una gran 
predisposición del Banco de Previsión Social. Nosotros lo que tenemos que realizar es una negociación 
con la gente del Banco, que ya hace capacitación, para ver los materiales que tienen y qué entienden 
que es importante para que estos funcionarios se capaciten. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera saber cuántos son esos funcionarios del universo total. 
SEÑORA PERCOVICH.- La verdad es que no lo sé. 


El Banco de Previsión Social espera a que la gente venga a pedir la asignación. Uno de los 
problemas es que esa población viene permanentemente a renovar los criterios con los cuales tiene 
que llenar el formulario. 


Sería importante que este tipo de funcionarios que van a hacer las giras de pagos a esas 
otras localidades sean los que se capaciten en esto. La idea es que después ellos sean multiplicadores 
de otros funcionarios en las zonas donde hay oficinas para llegar a ese tipo de población. 


En el caso de la aplicación del convenio del trabajo para menores de dieciocho años, esta no 
es una ley, es la aplicación que hace el Estado de varios convenios internacionales. Por ejemplo, el 
Convenio 184 refiere al trabajo peligroso para la seguridad y la salud en el medio rural y agrícola y 
describe cuáles son esas tareas, qué entiende por trabajo agrícola, pero hay que juntarlo con otros 
convenios que hacen al trabajo infantil, al trabajo peligroso que determinan, a veces en forma confusa, 
las distintas edades a partir de las cuales se puede trabajar. 


El Uruguay lo que hizo fue crear muy tempranamente un comité en donde coordinan alguna 
de las instituciones que tienen que ver con el trabajo de la niñez y la adolescencia... 


SEÑORA PRESIDENTA.- El señor Senador Solari me informa que debe retirarse y, por haber sido un 
miembro tan activo de esta Comisión le interesa estar presente en la votación. Entonces, con la 
anuencia de la señora informante y las disculpas del caso, me gustaría que se pasara a votar el 
Informe Parte lA, para luego continuar con la fase de capacitación. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-Once por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad 


SEÑORA PERCOVICH.- Con relación al trabajo de menores de dieciocho años en el medio rural, en el 
Consorcio nos pareció que este era un tema que podía hacer una diferencia importante con relación a 
la preocupación que tenía el señor Diputado Arocena -expresada en varias oportunidades- en cuanto a 
que este proyecto no termine encajonado sino que tenga un resultado. 


En este caso es claro que todas las instituciones del Estado que se han encargado del tema 
del trabajo infantil, lo han hecho pensando mucho más en las poblaciones urbanas, donde realmente 
se ejercen las peores formas de trabajo, tal como expresan los Convenios, como el reciclaje de la 
basura. Esa es la gran preocupación, además por supuesto de la prostitución, etcétera. 


El Comité de Erradicación del Trabajo Infantil aterrizó las obligaciones que tiene desde las 
Convenciones de los Derechos de la Niñez, y de la Erradicación del Trabajo Infantil de la OIT en una 
normativa que está pensada para las peores formas de trabajo, y que tiene una visión muy urbana de 
todos los actores que integran el Comité. 


Cuando tuvimos la segunda entrevista con las principales instituciones que tienen que ver 
con este tema -la Inspección General del Trabajo y el INAU- las autoridades del INAU nos decían que 
aplican muy estrictamente esa normativa en el medio rural. Inclusive, han prohibido algunas 
experiencias exitosas de trabajo de los adolescentes en el medio rural, que tenían un objetivo 
educativo, para atenerse a la normativa. Es el caso del adolescente que trabaja en la zafra, como se 
demostró en las encuestas, cortando la cebolla y que usa la hoz. En la normativa eso está prohibido 
porque es una herramienta peligrosa, aunque quizás el chiquilín la use de toda la vida. 


Araíz de este proyecto -y me parece que eso es lo interesante-, el INAU empezó a rever esto 
y a pensar que es necesario una coordinación mucho mayor. Es decir que es necesario rever esa 
legislación para el medio rural y tener una coordinación mucho mayor con distintos actores; en primer 
lugar, con el cuerpo inspectivo del INAU, y luego con la Inspección General del Trabajo, que solo va al 
lugar si recibe denuncias. La idea es coordinar una capacitación para los miles de adolescentes que 
están satisfechos, ellos y sus familias, con el trabajo que tienen en el medio rural. Pero como trabajan 
informalmente, no tienen cobertura de seguridad social ni de salud. Ni siquiera se pueden incorporar a 
los cursos del Inefop porque están trabajando informalmente. Esta situación se podría rever con una 
mayor atención de las inspecciones, sobre todo de las del INAU. 


Si se detecta que hay chiquilines trabajando, debería haber dos distintas estrategias: la 
primera sería hacer el seguimiento de cómo se está trabajando en esa empresa o en esa zafra, para 
ver qué condiciones de seguridad y salud tienen, y la segunda sería averiguar si los chicos 
abandonaron el sistema educativo. Algo importante que surge de las encuestas es que hay un 
porcentaje muy alto que sigue en el sistema educativo, lo que indica que estudian y trabajan muchas 
horas. 


Luego de las primeras entrevistas vimos que este tema no estaba en la cabeza del sistema 
educativo ni de ASSE. Sí lo tienen los Programas de Adolescentes y de Infancia del Ministerio de Salud 
Pública, ya que en los carné para el control del adolescente, del niño o la niña, hay casilleros para 
completar si trabaja, si cumple tareas, etcétera. 


El problema -esto es un poco lo que planteaba el señor Senador Solari- es que el Estado 
uruguayo no estaba preparado para estos nuevos derechos que se está tratando de aterrizar en los 
compromisos de los Estados miembro de estas Convenciones. Cambiar la cabeza del funcionariado 
sanitario o docente, para que incorpore estos temas, lleva un tiempo. Lo que estamos proponiendo, 
que fue recogido con gran entusiasmo de parte de la Inspección General del Trabajo y del INAU, es 
que todos los actores involucrados trabajen de forma coordinada. Los integrantes de las Mesas de 
Desarrollo Rural del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca están muy interesados en que los 
ingenieros agrónomos empiecen a pensar el tema como un problema. Estos temas pasan por las 
Mesas de Desarrollo Rural y por Primaria Rural. De hecho, nos invitaron a plantear este tema -lo 
haremos el 5 de diciembre- para que en las instancias de planificación del año que viene los maestros 
de Primaria Rural -en muchos casos dan 1%, 2? y 3” de enseñanza media-, empiecen a tomarlo. Luego 
podrán integrarse a las mesas de trabajo y de coordinación con todas las instituciones con un mayor 
conocimiento del tema. 


También tenemos agendada una entrevista con un programa nuevo de la UTU, Educación 
para el Agro. Queremos que la UTU empiece a pensar estos temas, ya que ha sido una herramienta 
importante en evitar que los chiquilines dejaran el sistema educativo. 


SEÑOR SOUZA.- Con relación a lo que ha sido el intercambio con el BPS en materia de promoción del 
derecho a percibir la asignación familiar, el que comienza a ejercer ese derecho es el adulto, pero el 
derecho a percibirla es del niño o de la niña. 


Puedo comprender la lógica que plantea el BPS y que la intención sea capacitar a las 
personas para que tengan un fuerte empuje en la promoción de este derecho. 


Cuando la señora Percovich planteaba la visión del BPS, pensaba en otra institución, en el 
INAU, que tiene áreas de contacto directo con niñas, niños y adolescentes en situación de calle. Estas 
áreas terminan siempre contactando a las familias de los chicos y pueden constituir un vector 
importante en la promoción del derecho a percibir la asignación familiar. Obviamente, esta no es una 
materia específica del INAU, pero son actores que están en el campo trabajando directamente con el 
público objetivo y puede ser útil para la promoción del acceso a ese derecho. Es de nuestro 
conocimiento que hay instituciones privadas que por convenio trabajan con ese público. El INAU tiene 
un rol de supervisión y de control de las pautas que se manejan, por lo cual probablemente podría ser 
no digo el eje central, pero sí un vector que aportara a la promoción de los derechos, en ese contacto 
directo con el público. Entonces, tal vez podría ser viable pensar también en una capacitación de los 
funcionarios del INAU en ese aspecto. 


SEÑORA PERCOVICH.- Se puede consultar al Directorio del INAU. Lo que se hizo fue un 
relevamiento, tanto en las encuestas como en el caso de las entrevistas, a fin de verificar si los niños 
que están institucionalizados, en distintas formas, percibían las asignaciones familiares. De hecho, sí 
las perciben; tienen una cuenta. Inclusive, en el caso de los privados de libertad, a veces las reciben. 
De todas maneras, nosotros señalamos al INAU algunas carencias que habían visto. 


Reitero que podemos consultar a las autoridades del INAU si entienden que es necesario 
reforzar este tipo de derechos, que a veces no son tan visibles, según lo que surge del contacto que 
tienen con las familias. Suponemos que, por ejemplo, en los CAIF esto se trabaja mucho. 


Con respecto al trabajo adolescente, ustedes tienen la lista de las instituciones con las que 
vamos a trabajar. Nos pidieron que empezáramos los talleres en el mes de marzo. No traje la 
descripción de cómo vamos a realizar los talleres, pero ustedes tienen el plan de capacitación. Vamos 
a utilizar una metodología bien participativa. 


En el caso del trabajo infantil, primero vamos a trabajar con las autoridades de todas las 
instituciones involucradas, para que terminen acordando -estamos empezando de cero- una especie de 
protocolo de acción coordinada entre todos, para que el médico de ASSE, el maestro de la escuela 
rural, el profesor en la UTU rural, los ingenieros agrónomos puedan coordinar en el territorio, y después 
replicarlo en las regiones en que funciona el Comité de Erradicación del Trabajo Infantil en el interior, 
que están organizadas. 


En lo que refiere a la Ley N* 17.514, podemos decir que se ha venido trabajando mucho 
sobre las medidas cautelares en los casos de violencia doméstica. El Estado, en la recuperación 
democrática, muy tempranamente empezó a tomar medidas con relación a la visualización de este 
tema y a crear institucionalidad. Además, se ha ido avanzando en la aplicación de algo que no es fácil, 
como el cambio cultural y la prevención del tratamiento de la violencia. 


El aporte que hace el proyecto es una sistematización -a partir de las entrevistas que se 
hicieron a los muchos interlocutores que tiene este tema en el Poder Judicial y en las instituciones del 
Estado- sobre sugerencias de medidas de aplicación para cada uno de los temas referidos en los 
artículos de la ley en su conjunto, no solamente medidas cautelares, pero relacionados con la 
aplicación del artículo 10. 


Se entregó ese material al Poder Judicial y al Consejo Consultivo, a todos los que fueron 
entrevistados, y ya ha surtido un efecto, porque mañana a la hora 14, el Poder Judicial, que es donde 
se detectan mayores problemáticas para la aplicación de las medidas cautelares en forma correcta, 
presentará una acordada con modificaciones de la aplicación que está haciendo de la ley y una 


acordada ratificando que los Jueces apliquen lo relativo a las tobilleras. Quiere decir que hay un 
cambio importante, teniendo en cuenta que en este país no es fácil que el Poder Judicial cambie, en 
tanto respeta mucho la independencia de los Jueces. Y si los Jueces no fundamentan sus acciones en 
las leyes ni en las Convenciones Internacionales, entonces, estamos ante un problema complejo. La 
idea que fue aprobada tanto por el Poder Judicial como por el Instituto de las Mujeres, que preside el 
Consejo Consultivo que trata estos temas, es que tengamos instancias de trabajo con el Consejo 
Consultivo, analizando esas propuestas que se hicieron en la sistematización de la ley e incorporando 
una investigación que el Poder Judicial encargó a la Facultad de Ciencias Sociales, con la Red de 
Género y Derecho de la Facultad de Derecho, que todavía no nos han entregado. La idea es trabajar 
en conjunto en los puntos en los que estemos de acuerdo y debatir todos aquellos en los que no 
estemos de acuerdo con todos los actores del Consejo Consultivo y, luego, trabajar todo lo acordado 
en las regiones que están ya conformadas a nivel nacional por el Sistema Integral de Protección a la 
Infancia y la Adolescencia contra la Violencia -Sipiav-, que también reúne una cantidad de actores, 
agregando los que falten. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero expresar mis felicitaciones, porque ustedes exponen ese trabajo de 
sistematización como muy natural, pero en realidad lo estamos haciendo por primera vez. Entiendo que 
a partir de esto se puede abrir un camino muy importante, en el que lo acertado de la detección, de los 
problemas, de las soluciones en determinado lugar nos permita que efectivamente demos en el click de 
los cambios institucionales que tanto cuesta modificar. 


El señor Senador Solari me dejó el deber de consultarles con relación al primer tema 
planteado, el de las Asignaciones Familiares, si en la fase de capacitación estaba prevista la 
participación de ASSE, las lAMC, ANEP, UTU, o si solo implicaba a los trabajadores del BPS. 
Asimismo, dejó planteada una pregunta genérica, con respecto a las tres leyes, en el sentido de si 
había alguna forma de incluir, por ejemplo, a periodistas, en la capacitación sobre estos temas. 


SEÑORA PERCOVICH.- Con relación a esta última pregunta, en este proyecto, a pedido del Banco 
Mundial, coordinamos con las otras estrategias y proyectos financiados por las Naciones Unidas, el 
BID, la Cooperación Española y demás, un proyecto que ganó a nivel internacional para apoyar la 
prevención de la violencia doméstica en el país. Ese proyecto tiene un componente bien interesante de 
trabajo con los medios de comunicación. Nosotros tratamos de no superponer las acciones -en el caso 
del Banco Mundial, así como en los otros casos, se trata de donaciones- a fin de ser realmente 
efectivos. La estrategia nacional contra la violencia doméstica que desarrolla el Consejo Consultivo 
tiene un componente de este tipo. Sí hay interés en la parte de difusión, para que exista un mayor 
conocimiento de las tres leyes, y ninguno de los otros tiene montos disponibles para ello. 


En cuanto al planteo del señor Senador Solari, relativo a las Asignaciones Familiares, al 
cumplimiento o no de las transferencias condicionadas, en realidad, hay un debate permanente relativo 
a con quiénes se cumple y con quiénes no y por qué no se cumple. Al respecto, nosotros hemos 
recibido distintas opiniones de todas las autoridades. Precisamente, ayer hablábamos con la directora 
del Programa Adolescente del Ministerio de Salud Pública acerca de la importancia del derecho a las 
asignaciones familiares, de saber en qué casos se trabaja; es decir, si un niño trabaja porque a la 
familia le parece que está bien que acomode los plantines de los forestales y con ello sacarse unos 
pesitos, y que el médico o la médica de ASSE controle esta actividad, que su familia sepa que es un 
derecho que se controle al niño para saber, por ejemplo, si no se está contaminando. Y si se 
contaminara, también es un derecho que sea controlado por su médico. Además, los maestros y 
maestras, que saben de esto, deben alertar a los chiquilines, que se metan en las "ceibalitas", 
etcétera. Es decir, la idea es que estos temas no se separen de lo que significa la salud y la educación. 
Los ingenieros agrónomos deberán controlar a los adolescentes o niños cuando realizan esa actividad. 
Todos los actores deberían incorporar -no separadamente- estos aspectos de manera conjunta. De 
esta manera, podríamos adelantar un poco más lo que refiere a la conciencia de las contrapartidas, 
esperando que las poblaciones con mayores debilidades culturales se apropien del derecho de 
controlarse o volcarse a la educación. Tanto la sociedad como el Estado tendrían que hacer un 
esfuerzo mucho más grande en ese sentido para llegar a esa población. 


SEÑOR RODRÍGUEZ FILIPPINI.- Quisiera saber si la Comisión da por terminado lo que correspondía 
al orden del día de la sesión de hoy. No quisiera que la Comisión finalice la reunión sin alertar que 


antes del receso parlamentario va a ser imprescindible realizar una última sesión de esta Comisión, 
antes de fin de año, pues habría que dar aprobación a la Parte IB del informe final, que es lo que está 
faltando y, probablemente, algún otro complemento más. Seguramente, el Informe IB se entregará la 
próxima semana; habrá que revisarlo un poco. Entonces, además de tomar conocimiento de la 
necesidad de hacer una sesión antes del 15 de diciembre, quizá pueda coordinarse ya una fecha 
posible. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La secretaría coordinará la fecha. Seguramente, se deberá coordinar con 
tiempo porque se realizarán unas cuantas sesiones extraordinarias, como siempre ocurre los fines de 
año con bandera verde. 


SEÑORA PEREYRA.- En ese sentido, habría que tener en cuenta los días que se realizan las sesiones 
porque es cuando nos encontramos todos en el Poder Legislativo. Entonces, se debería coordinar para 
los días que no tenemos actividades porque cuando se establece una reunión de manera sorpresiva, a 
veces uno tiene la agenda armada y se dificulta poder asistir. Quiere decir que habría que tener en 
cuenta las sesiones extraordinarias además de las ordinarias, sobre todo quienes trabajamos en la 
Cámara de Diputados que en número tenemos más representación. Así, se facilitaría la coordinación 
para una próxima reunión. Muchas veces uno tiene la agenda armada y de acuerdo con el compromiso 
que se asume, no puede estar presente como quiere en una actividad tan importante como esta. 


Entonces, mi sugerencia es que se tenga en cuenta lo que acabo de decir y que se avise con 
antelación la próxima reunión para poder agendarla. Todos estos aspectos se deberían considerar a la 
hora de la convocatoria. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me parece bien; deberíamos cambiar el criterio, pues nosotros elegíamos el 
jueves por estar más despejados de las actividades cotidianas, pero si tiene más éxito un martes o un 
miércoles, no hay problema. 


SEÑORA PEREYRA.- Quizá, sería oportuno realizar dicha reunión antes de la sesión habitual de la 
hora 15, siempre y cuando se tenga en cuenta la agenda de los señores Senadores. 


SEÑOR SOUZA.- Sin embargo, la dificultad que podríamos encontrar en el período activo del trabajo 
de las Comisiones, es precisamente la superposición con otras Comisiones que los Legisladores 
integramos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Encomendemos a Secretaría la difícil tarea de encontrar el día y el horario 
más adecuado. 


SEÑOR RODRÍGUEZ FILIPPINI.- Damos por entendido que comenzaríamos con la aplicación de la 
capacitación que ya ha sido informada. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Hay absoluta conformidad al respecto. 


SEÑOR ZUASNÁBAR.- Simplemente queremos agradecer la disposición y los comentarios en todo 
este proceso que todavía continúa y esperamos seguir haciéndolo con tanta buena predisposición de 
ambas partes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Los agradecidos somos nosotros. 
Se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 16.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


